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Providencia:             Sentencia del 28 de marzo de 2016
Radicación Nro.:      66001-22-05-000-2016-00037-00

Accionante:              JOHAN STIVEN GARCÍA PUERTA
Accionado:               UNIDAD PARA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS -UARIV-,   
                                  DEFENSORIA DEL PUEBLO y COMITÉ DE ÉTICA DE LA MESA DEPARTAMENTAL

                                  DE VÍCTIMAS DE RISARALDA
Proceso:                    Acción de Tutela 

Magistrado Ponente: Julio César Salazar Muñoz
Tema:             

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA/ Carece de titularidad del derecho fundamental de petición quien solo es citado en la solicitud como testigo/ Agente oficioso debe acreditar la imposibilidad de comparecer de los verdaderos interesados
“De acuerdo con las citadas solicitudes (…) se tienen que quienes las suscriben son los señores Luis Emilio Arenas Loaiza, Luisa Aidé López Laverde y Aleida Tabares Arboleda y en ellas relacionan al accionante como testigo, lo cual indica que no ostenta la titularidad sobre el derecho cuya protección invoca, pues la misma recae en quienes, de manera directa y respaldando las denuncias con su firma, elevaron las peticiones ante las entidades llamadas a juicio. 

Ahora bien, si lo que pretendía el señor García Puerta era obrar como agente oficioso de quienes impetraron la petición, le correspondía allegar al plenario prueba de que éstos se encontraban en imposibilidad de defenderlos por sí mismos, situación que no aconteció, por lo que se declarará la improcedencia de la acción, por no falta de legitimación por activa.

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-248 de 2010 y SU-377-2014.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintiocho de marzo de dos mil dieciséis
Acta N°_____de 28 de marzo de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la Acción de Tutela propuesta por el señor JOHAN STIVEN TORRES AMAYA  contra la UNIDAD PARA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS –UARIV-, DEFENSORIA DEL PUEBLO y el COMITÉ DE ÉTICA DE LA MESA DEPARTAMENTAL DE VÍCTIMAS DE RISARALDA.
ANTECEDENTES

Indica el señor García Puerta, que los días 30 de julio y 22 de septiembre de 2014 “radicaron” (sic)  ante la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Victimas, la Defensoría del Pueblo y el Comité de Ética - Mesa Departamental de Víctimas de Risaralda derecho de petición con el fin de que fuera iniciado proceso disciplinario al señor Albert Marín, con ocasión de una serie de irregularidades presentadas en el “proceso de víctimas”; sin embargo, a la fecha no existe pronunciamiento por parte de dichas entidades.

Estima que tal omisión vulnera su derecho fundamental de petición, por lo que busca, a través de este mecanismo excepcional de protección de tal garantía y una respuesta a sus solicitudes.

TRAMITE IMPARTIDO

Admitida la acción de tutela, mediante auto de fecha 26 de febrero de 2016,  se corrió traslado por dos (2) días a las entidades accionadas, vinculándose a la litis únicamente la Defensoria del Pueblo, informando de la actuación surtida a raíz de las solicitudes formuladas por los señores Luis Emilio Arenas Loaiza, Luisa Aidé López Laverde y Aleida Tabares Arboleda, en las cuales se nombra al señor Johan Stiven García como “testigo” y por medio de las que pretenden la expulsión del señor Albert Marin como delegado de la Mesa Departamental de Víctimas.  Sobre el particular, indicó que por carecer de competencia, conforme los lineamientos de la Leyes 1448 y  2011 de 2011, trasladó las peticiones a la señora Nury Johana Ruíz, miembro del Comité de Ética, en virtud de lo establecido en la Resolución No 0828 de 2014.  De dicha decisión fueron notificados, tanto los peticionarios como la persona que firma como testigo.
El día 10 de los corrientes se tomó decisión de fondo dentro del presente asunto, declarando improcedente el amparo solicitado por el señor Johan Stiven García Puerta; no obstante, mediante auto de fecha 16 de marzo de 2016, hubo de declararse la nulidad de la sentencia, al advertir que la Mesa Departamental de Participación Efectiva de Víctimas de Risaralda no fue notificada de la admisión de la acción de tutela.

Una vez fue notificada, dicha entidad se vinculó a la litis indicando que mediante resolución No 006 CED se dispuso el archivo de las diligencias adelantadas con ocasión a la denuncia formulada por la señora Aleyda Tabares Arboleda en contra del señor Albert Marin, por carecer de competencia para conocer de los hechos que la originaron. 

CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

¿Se encuentra legitimado el señor Johan Steven García Puerta para iniciar la presente acción constitucional? 
Antes de abordar la solución al problema jurídico, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DE LA LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA
La legitimación por activa en materia de tutela es nada más y nada menos que la correspondencia entre la titularidad de las garantías fundamentales y el sujeto que reclama la protección.  No obstante, no es necesario que el titular interponga él mismo el amparo, pues existen medios procesales válidos a través de los cuales  puede acudir a la jurisdicción constitucional a través de un tercero.  Ese tercero, en palabras de la Corte Constitucional, debe tener cualquiera de las siguientes calidades:

“(…) (i) representante del titular de los derechos, (ii) agente oficioso, o (iii) Defensor del Pueblo o Personero municipal. En específico: (i) representante puede ser, por una parte, el representante legal (cuando el titular de los derechos sea menor de edad, incapaz absoluto, interdicto o persona jurídica), y por otra el apoderado judicial (en los demás casos) (…) (ii) Como agente oficioso puede obrar un tercero ‘cuando el titular de los mimos [es decir, de los derechos] no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra deberá manifestarse en la solicitud’”.  SU-377-2014.
En el caso particular de la agencia oficiosa, esa Alta Magistratura en la sentencia T-248 de 2010, adujo: 
“Así, el juez está en la obligación de respetar la autonomía personal de quien ha de acudir en defensa de sus propios derechos; no puede ser automático que alguien actúe a nombre del que puede valerse por sí mismo, pues podría suscitarse un desplazamiento abusivo de alguien que no esté de acuerdo con la presentación de la demanda, así presuntamente sea de su interés.

      (…)

Es decir, para que proceda la agencia oficiosa ha de expresarse que se actúa en tal gestión y que el titular del derecho amenazado o vulnerado se encuentra en imposibilidad de promover su propia defensa, sea por circunstancias físicas, como una enfermedad incapacitante, o por razones síquicas, o ante un estado de indefensión. En todo caso, cuando tal circunstancia ocurra, deberá acreditarse en la respectiva solicitud.”

2. CASO CONCRETO

En el presente asunto, el actor se duele de la inactividad de Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Victimas, la Defensoría del Pueblo y el Comité de Ética - Mesa Departamental de Víctimas de Risaralda, frente a las denuncias presentadas ante esas entidades los días 30 de julio y 22 de septiembre de 2014, relacionadas con el accionar del señor Albert Marín.

De acuerdo con las citadas solicitudes –fls 1 a 4-, se tienen que quienes las suscriben son los señores Luis Emilio Arenas Loaiza, Luisa Aidé López Laverde y Aleida Tabares Arboleda y en ellas relacionan al accionante como testigo, lo cual indica que no ostenta la titularidad sobre el derecho cuya protección invoca, pues la misma recae en quienes, de manera directa y respaldando las denuncias con su firma, elevaron las peticiones ante las entidades llamadas a juicio. 

Ahora bien, si lo que pretendía el señor García Puerta era obrar como agente oficioso de quienes impetraron la petición, le correspondía allegar al plenario prueba de que éstos se encontraban en imposibilidad de defenderlos por sí mismos, situación que no aconteció, por lo que se declarará la improcedencia de la acción, por no falta de legitimación por activa.
En virtud de lo dicho, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR  improcedente la acción de tutela instaurada el señor JOHAN STIVEN GARCÍA PUERTA contra la UNIDAD PARA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS –UARIV-, DEFENSORIA DEL PUEBLO y el COMITÉ DE ÉTICA DE LA MESA DEPARTAMENTAL DE VÍCTIMAS DE RISARALDA por falta de legitimación en la causa por activa.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta decisión a las partes por el medio más expedito.
TERCERO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.


CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO 

LEONARDO CÓRTES PÉREZ
Secretario
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